
 

     

                                                                          

                        

 

SIGCMA 

Número Único  110016000000201901481-00 
Ubicación  8769 
Condenado MARCO TULIO MARTINEZ HERNANDEZ 
C.C # 9497979 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy veinticuatro (24) de octubre de 2022 , quedan las diligencias en 
secretaria a disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la 
providencia del nueve (09) de agosto de dos mil veintidos (2022) por el término de 
cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a lo 
dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el veintisiete (27) de octubre de 
2022 . 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
EL SECRETARIO(A) 
 

 
ERIKA MARCELA REY CASTELLANOS 
 
 
 
Número Único  110016000000201901481-00 
Ubicación  8769 
Condenado MARCO TULIO MARTINEZ HERNANDEZ 
C.C # 9497979 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 28 de Octubre de 2022, se corre traslado por el término común de 
cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 194 
inciso 1° del C.P.P. Vence el 2 de Noviembre de 2022. 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
EL SECRETARIO(A) 
 
 

 
ERIKA MARCELA REY CASTELLANOS 
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SEÑORES: 
JUZGADO 5 DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE 
BOGOTA 
E. S. D. 
 
 
REF. PROCESO: 11001600000020190148100   
ASUNTO: RECURSO DE APELACION DECISIÓN 9 DE AGOSTO DE 2022 
NOTIFICADO EL DIA 12 DE AGOSTO DE 2022  SOBRE LA SOLICITUD DE 
LIBERTAD CONDICIONAL. 
 
 

JUAN PABLO QUEVEDO LOPEZ abogado en ejercicio Identificado con la cedula 
de ciudadanía No 79.725.983 DE BOGOTA residente en la ciudad de Bogotá y 
portador de la tarjeta profesional No 193740 del Consejo Superior de la Judicatura, 
actuando como  apoderado del señor MARCO TULIO MARTINEZ HERNANDEZ 
Identificado con la cedula No 9.497.979. Actualmente privado de su libertad 
en LA CARCEL NACIONAL LA MODELO como responsable de la conducta 
punible de FABRICACION TRAFICO O PORTE DE ESTUPEFACIENTES Y 
OTROS, a órdenes del JUZGADO 5 DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS 
DE SEGURIDAD DE BOGOTA, estando dentro del término legal con el debido 
respeto solicito se conceda el respectivo recurso de apelación, ante el superior 
jerárquico (Juez de instancia) cuyo objeto es se conceda el beneficio de Libertad 
Condicional, con fundamento en el artículo 64 de la Ley 599 de 2000 en 
concordancia con la ley 1709 de 2014 y/o., por las siguientes razones: por 
cumplimiento del factor objetivo y  subjetivo. 

Situación fáctica: 

1. Mi prohijado se encuentra privado de la libertad desde el 27 de Mayo de 
2019, llevando actualmente 38 meses 18 días de prisión en tiempo físico. 

2. Tiempo reconocido por redención tiene 12 meses.  
3. Total tiempo privado de la libertad con redención reconocida 50 meses 18 

días. 
4. Fue Condenado a la pena principal de 76 meses de prisión por el juzgado 1 

penal del circuito especializado de instancia de Popayán cauca, como 
responsable de la conducta punible de TRAFICO PARA EL 
PROCESAMIENTO DE NARCOTICOS Y OTROS.  

5. De conformidad a lo anterior, pues a su vez vale la pena señalar que ha 
cumplido a cabalidad lo ordenado por el Juzgado de instancia y a la fecha 
no he generado ninguna trasgresión, carece de antecedentes vigentes o 
requerimientos por alguna otra autoridad  además de ser una persona que 
no representa un peligro para la comunidad. 

6. Como quiera que la misma ley 1709 de 2014 que modificó el artículo 64 de 
la ley 599 de 2000, atendiendo que dicha ley es más favorable para los 
intereses del penado, que prevé un cumplimiento de pena menor 
equivalente a las 3/5 partes de la misma, le asiste derecho. 

7. Aduciendo entonces que de las cuentas y el equivalente al tiempo 
detención sobrepasa el límite para la concepción del beneficio de libertad 
condicional pues al considerar que en el mismo lleva un tiempo de 
cincuenta meses dieciocho días (50.18) de prisión  más que el semejante 
de las 3/5 que informa la norma aplicable al caso sub examine.   

8. Se pone además en su conocimiento que es una persona que ha cumplido 
con los compromisos dentro del lugar de detención, mostrando siempre una 
excelente conducta. Y abonado a ello desempeñándome en labores 
tendientes a hacer una vida tranquila y no ser objeto de sanciones por las 
directivas de la cárcel que lo vigila actualmente el lugar de prisión. 

9. Que la naturaleza por cual se hace esta solicitud resulta es acorde a la 
condición actual y que así lo comprueba la documentación que ha sido 
solicitada por los homólogos Juzgados a los centros de reclusión y la que 
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reposa en el establecimiento carcelario, además a la que se acompaña esta 
solicitud.  

Oposición a la decisión adoptada  

Primero dentro de la solicitud elevada ante el juez de ejecución de 
penas y medidas de seguridad de Bogotá se hace en torno a una 
solicitud de carácter favorable y que son acordes a la necesidad del 
penado: 

Donde se resuelve la solicitud de libertad condicional por el 
cumplimiento del factor objetivo; la cual es despachada 
desfavorablemente en atención que el pronunciamiento del despacho 
se remite es precisamente a la valoración entre otros aspectos y en 
los que hiciera el juez de sentencia al momento de pronunciarse frente 
a la conducta punible indicando que no con la intención de abrir un 
nuevo debate jurídico y que en consideración a ello no puede resolver 
favorablemente (“Las valoraciones de la conducta punible que hagan los 
jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad para decidir sobre la 
libertad condicional de los condenados debe tener en cuenta todas las 
circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal 
en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al 
otorgamiento de la libertad condicional”. (Negrilla fuera del texto 
original). Y en ese orden de ideas da por sentado que la discusión que 
tiene que dar frente a la excepcionalidad del juez por exequibilidad del 
articulado donde depende de la “previa valoración del Juez”. 

Primero no pueden ser acogidos los presupuestos y las 
consideraciones del juez de ejecución en atención si a lo anterior se 
refiere el juez de sentencia es el juez de instancia el que debe indicar 
si se tuvo o no en cuenta otros factores para en el momento que se 
hiciera alguna solicitud por su prohibición frente al otorgamiento de 
subrogado de la ejecución condicional y/o la prisión domiciliaria, pero 
no descartando que previo el cumplimiento del factor objetivo esto es 
el cumplimiento de las 3/5 partes de la pena y el haber recibido un 
tratamiento penitenciario intramuros podría ser viable acceder a la 
libertad condicional, situación que no fue analizada por el Juez de 
ejecución y que desde ya  no se presenta el recurso de reposición en 
atención que esto ya se ha convertido en un desgaste para los 
defensores y a los privados de la libertad cuando la ultima 
jurisprudencia ha venido siendo reiterativa sobre el tema de la 
conducta punible, por ello se pedirá al juez de segunda instancia que 
en sede del recurso de apelación se resuelva favorablemente al 
privado de la libertad. Ya que en ningún momento se creó un factor 
vinculante al juez de instancia y que debiera volverse a pronunciar con 
el cumplimiento del factor objetivo sin tener que recurrir a una 
apelación. (, al reconocer que la redacción del artículo 64 del Código 
Penal no establece qué elementos de la conducta punible deben tener 
en cuenta los jueces de ejecución de penas, ni establece los 
parámetros a seguir para asumir las valoraciones que de ella hicieron 
previamente los jueces penales en la sentencia) 

En atención a lo anterior y de la forma más respetuosa el juez de 
ejecución no puede ser un convidado de piedra si a eso hace 
referencia cuando tiene que ceñirse a lo que resolvió el juez de 
instancia sobre la conducta punible, entiendo que en ese momento el 
condenado no había recibido tratamiento penitenciario y no ha hecho 
un proceso de resocialización y no tiene la suficiencia para volver a 
hacer un análisis sobre unos nuevos elementos que hacen referencia 
a volver a valorar si se cumplen o no los requisitos como esta 
reseñado en la actual jurisprudencia; ahora si el juez de ejecución de 
penas no tiene la capacidad para resolver la solicitud de libertad 
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condicional entonces debería desaparecer del código estas 
solicitudes e ir directamente al juez de sentencia para que en cabeza 
del mismo se resuelva sobre la libertad en atención que es un derecho 
fundamental y que el legislador estableció unos parámetros para su 
restricción pero también previo al cumplimiento de unos requisitos 
optar para su otorgamiento, sin que se que se tenga que estigmatizar 
y hacer más restrictiva su libertad.    

Ahora bien no se puede acoger el pronunciamiento del Juez de 
ejecución en atención que ya es clara la jurisprudencia que a 
continuación se reitera como fundamentos de derechos    

Artículo 64 de la Ley 599 de 2000 en concordancia con la ley 1709 de 2014 

La libertad condicional se encuentra regulada en el artículo 64 del Código Penal, 
modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014. Dicha norma consagra que, 
el juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional 
a quien haya cumplido los siguientes requisitos: 1) que la pena impuesta sea 
privativa de la libertad; 2) que el condenado haya cumplido las 3/5 partes de ella; 
3) que su buena conducta en el sitio de reclusión permita colegir al funcionario 
judicial que es innecesario seguir ejecutando la pena y 4) que se demuestre 
arraigo familiar y social. Respecto de “la valoración de la conducta punible”, esta 
expresión fue declarada exequible bajo el entendido de que las valoraciones 
hechas por los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad para decidir 
sobre la libertad condicional de los condenados, tengan en cuenta las 
circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal en la 
sentencia condenatoria, sean estas favorables o desfavorables al otorgamiento de 
la libertad condicional. 
  
Ahora bien, en relación con la necesidad de analizar la conducta en el sitio de 

reclusión, de conformidad con lo señalado en el artículo 480 del Código de 

Procedimiento Penal, junto con la solicitud de libertad condicional se debe a llegar 

la resolución favorable del Consejo de Disciplina o en su defecto, del director del 

establecimiento carcelario, en el que se evalúe el comportamiento en el sitio de 

reclusión, documento que se anexa a la petición y que califica la conducta. Se 

advierte que dicha acreditación no es suficiente para valorar si se concede o no el 

subrogado penal solicitado, pues debe cotejarse el comportamiento del condenado 

en el lugar de privación de la libertad con la necesidad de continuar o no con la 

ejecución efectiva de la pena, y a partir de ello se sustentan los motivos para 

acceder o negar la libertad demandada.[ 

Art. 5 de la ley 1709 de 2014 Y demás normas concordantes. 

Ultimo precedente judicial del Magistrado ponente FABIO OSPITIA GARZÓN 
AP3348–2022 Radicación N.° 61616 Aprobado acta No 171 Bogotá D. C., 
veintisiete (27) de julio de dos mil veintidós (2022). 

Sentencia STP4236-2020 Radicación Nº. 1176/111106 Acta 134 Bogotá D.C., 

treinta (30) de junio de dos mil veinte (2020). 

(Aparte tomado de su texto original)  

Respecto a la valoración de la conducta punible, la Corte Constitucional, en 

sentencia C-757/14, teniendo como referencia la Sentencia C-194/2005, 

determinó, en primer lugar, cuál es la función del juez de ejecución de penas y, de 

acuerdo a ésta, cuál es la valoración de la conducta punible que debe realizar. 

Así lo indicó:  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-019-17.htm#_ftn18
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“[E]l juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene una finalidad 
específica, cual es la de establecer la necesidad de continuar con el 
tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario del 
condenado. En este contexto, el estudio del Juez de Ejecución no se hace 
desde la perspectiva de la responsabilidad penal del condenado –resuelta 
ya en la instancia correspondiente, ante el juez de conocimiento- sino desde 
la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el 
estudio versa sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en 
la sentencia condenatoria, cuales son los ocurridos con posterioridad a 
la misma, vinculados con el comportamiento del sentenciado en 
reclusión. 

[…] 

[L]os jueces de ejecución de penas no realizarían una valoración ex novo 
de la conducta punible. Por el contrario, el fundamento de su decisión 
en cada caso sería la valoración de la conducta punible hecha 
previamente por el juez penal”. 

Adicionalmente, al reconocer que la redacción del artículo 64 del 

Código Penal no establece qué elementos de la conducta punible deben 

tener en cuenta los jueces de ejecución de penas, ni establece los 

parámetros a seguir para asumir las valoraciones que de ella hicieron 

previamente los jueces penales en la sentencia, señaló que: 

“Las valoraciones de la conducta punible que hagan los jueces de ejecución 
de penas y medidas de seguridad para decidir sobre la libertad condicional 
de los condenados debe tener en cuenta todas las circunstancias, 
elementos y consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia 
condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento 
de la libertad condicional”. (Negrilla fuera del texto original) 

Posteriormente, en Sentencias C-233 de 2016, T-640/2017 y T-265/2017, el 

Tribunal Constitucional determinó que, para facilitar la labor de los jueces de 

ejecución de penas ante tan ambiguo panorama, estos deben tener en cuenta, 

siempre, que la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la 

sociedad y la víctima castiguen al condenado y que con ello vean sus 

derechos restituidos, sino que responde a la finalidad constitucional de la 

resocialización como garantía de la dignidad humana. 

Bajo este respecto, esta Corporación ha considerado que no es 

procedente analizar la concesión de la libertad condicional a partir solo de la 

valoración de la conducta punible, en tanto la fase de ejecución de la pena 

debe ser examinadas por los jueces ejecutores, en atención a que ese 

periodo debe guiarse por las ideas de resocialización y reinserción social, lo 

que de contera debe ser analizado. Así se indicó1. 

i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad 
condicional la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los 
bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible 
con prohibiciones expresas frente a ciertos delitos, como sucede con el artículo 68 
A del Código Penal. 

                                                           

1 Cfr. STP 15806-2019 rad. 107644 19 nov 2019. 
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En este sentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en 
criterios morales para determinar la gravedad del delito, pues la explicación de 
las distintas pautas que informan las decisiones de los jueces no puede hallarse 
en las diferentes visiones de los valores morales, sino en los principios 
constitucionales; 

ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la 
conducta punible, como también lo son las circunstancias de mayor y de menor 
punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. Por lo que el juez de 
ejecución de penas debe valorar, por igual, todas y cada una de éstas; 

iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado 
por el juez que profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno de los distintos 
factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir 
sobre la libertad condicional, pues este dato debe armonizarse con el 
comportamiento del procesado en prisión y los demás elementos útiles que 
permitan analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena 
privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la participación del 
condenado en las actividades programadas en la estrategia de readaptación 
social en el proceso de resocialización. 

Por tanto, la sola alusión a una de las facetas de la conducta punible, 
esto es, en el caso concreto, solo al bien jurídico, no puede tenerse, bajo 
ninguna circunstancia, como motivación suficiente para negar la concesión 
del subrogado penal. 

Esto, por supuesto, no significa que el juez de ejecución de penas no pueda 
referirse a la lesividad de la conducta punible para valorarla, sino que no puede 
quedarse allí. Debe, por el contrario, realizar el análisis completo. 

iv) El cumplimiento de esta carga motivacional también es importante para 
garantizar la igualdad y la seguridad jurídica, pues supone la evaluación de cada 
situación en detalle y justifica, en cada caso, el tratamiento diferenciado al que 
pueda llegar el juez de ejecución de penas para cada condenado. 

6. Por lo anterior y examinado el plenario, es evidente que las autoridades 

accionadas incurrieron en falencias al motivar sus decisiones, pues el fundamento 

de la negativa a conceder la libertad condicional peticionada fue simplemente la 

valoración de la gravedad de la conducta, sin sopesar los efectos de la pena 

hasta ese momento descontada, el comportamiento del condenado y, en 

general, los aspectos relevantes para establecer la función resocializadora 

del tratamiento penitenciario; lo que contraviene lo establecido en el artículo 

64 del Código Penal  y el desarrollo que de esa norma han realizado la Corte 

Constitucional y esta Corporación. 

Por lo anterior, al desconocer el precedente jurisprudencial, los 

demandados, incurrieron en un desconocimiento del precedente judicial de las 

Altas Cortes y, por consiguiente, en un defecto sustantivo, pues las decisiones 

dejaron de evaluar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena en el 

establecimiento penitenciario y carcelario. 

En consecuencia, esta Corporación revocará la decisión proferida por la 

Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá que negó el amparo de los derechos 

fundamentales al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia 
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de OSCAR HERNANDO OSPINA VARGAS y, en su lugar, tutelará el derecho 

fundamental al debido proceso del accionante. 

Atendiendo a lo anterior interpongo recurso de APELACION para que se estudie la 
viabilidad y se ordene la libertad condicional conforme a la ley. 

Atentamente, 
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Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanillacsjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 17/08/2022 16:07
Para: Secretaria 01 Centro De Servicios Epms - Bogota - Bogota D.C. <sec01jepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: JUAN PABLO QUEVEDO <juanpaquevedol@gmail.com> 
Enviado: miércoles, 17 de agosto de 2022 11:20 a. m. 
Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanillacsjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: apelacion
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ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN DECISIÓN 9 DE AGOSTO DE 2022 NOTIFICADO
EL DIA 12 DE AGOSTO DE 2022  SOBRE LA SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL.


